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Persona jurídica: capacidad, objeto

¿Una cuestión de gramática?*

Virginia Nardelli Moreira**

La actual redacción del Código Civil define a las personas en su 
ar tícu lo 30, las clasifica genéricamente en su ar tícu lo 31 y las de-
fine por excepción en su ar tícu lo 32.  A los fines prácticos, trans-
cribimos estas normas:

Ar tícu lo 30.  Son personas todos los entes susceptibles de adqui-
rir derechos o contraer obligaciones.

Ar tícu lo 31.  Las personas son de una existencia ideal o de una 
existencia visible.  Pueden adquirir los derechos o contraer las 
obligaciones que este código regla en los casos, por el modo y 
en la forma que él determina.  Su capacidad o incapacidad nace 
de esa facultad que, en los casos dados, les conceden o niegan las 
leyes.

Ar tícu lo 32.  Todos los entes susceptibles de adquirir derechos o 
contraer obligaciones que no son personas de existencia visible 
son personas de existencia ideal o personas jurídicas.

A modo introductorio, también recordamos que son atributos 
de las personas, tanto de las físicas como de las jurídicas, su de-
nominación, su patrimonio, su domicilio y su capacidad, ele-
mentos que configuran el centro de imputación de esos dere-
chos y obligaciones.

A partir de aquí, resultan por demás conocidas las postu-
ras que confrontan al momento de calificar la capacidad de la 
persona jurídica respecto de los actos que puede celebrar, siem-
pre tendientes al cumplimiento de “los fines de su institución” 
(art. 35, C. Civ.).  En ese sentido, algunos doctrinarios entienden 
que la capacidad de las personas jurídicas se restringe al ejercicio 
de los actos expresamente permitidos y aquellos no prohibidos 
por la ley.  Otros autores, en cambio, afirman que la capacidad de 
la sociedad es genérica, en cuanto atributo de su personalidad, y 
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desplazan al plano de calificación de responsabilidad e imputa-
ción de la misma los efectos que deriven de los actos que celebre 
a través de sus representantes, en ocasión o no del cumplimiento 
de su objeto social.  Esta última posición es compartida por la 
autora del presente trabajo.

Nuestro Código Civil sostiene, en la actual redacción de sus 
ar tícu los 35 y 36, que estas personas pueden adquirir los dere-
chos y ejercer los actos que no les sean prohibidos, por el minis-
terio de los representantes que sus leyes o estatutos les hubiesen 
constituido (se reputan actos de las personas jurídicas los de sus 
representantes legales, siempre que no excedan los límites de su 
ministerio; en lo que excedieren, sólo producirán efecto respec-
to de los mandatarios).  En armonía con el ordenamiento civil, el 
ar tícu lo 58 de la Ley 19.550 establece que quien por disposición 
de la ley o del contrato tenga a su cargo la representación de la 
sociedad obliga a ésta por todos los actos que no sean notoria-
mente extraños al objeto social.

El ar tícu lo 33, segunda parte, inciso 2, del Código Civil y el 
ar tícu lo 2 de la Ley de Sociedades Comerciales le reconocen a la 
persona jurídica la calidad de sujeto de derecho.  Sin embargo, 
la ley permite a los jueces resolver la inoponibilidad de la per-
sonalidad jurídica cuando su actuación encubre la consecución 
de fines extrasocietarios o constituye un mero recurso para vio-
lar la ley, el orden público o la buena fe, o para frustrar derechos 
de terceros, imputando en esos casos dicha actuación directa-
mente a los socios o controlantes (art. 54 LSC).  No obstante, re-
sulta inadmisible entender la atribución de personalidad jurí-
dica en forma parcializada cuando de lo que se trata es de una 
cuestión de imputación de responsabilidad y no de capacidad 
de actuación.

La expresión de la voluntad de este ente de existencia ideal 
requiere necesariamente de la intervención humana y, ya sea 
que para su manifestación nos encolumnemos tras la teoría del 
mandato o bien de la teoría organicista –propia del pensamien-
to actual–, es la exteriorización de la capacidad de resolución, 
actuación y contratación que tiene la persona jurídica frente a 
terceros.  De esta manera, celebrar un acto extraño al objeto so-
cial no resulta nulo por falta de capacidad; es más, puede incluso 
ser reconocido y confirmado por la propia sociedad a través de 
su órgano de deliberación, lo que no importa una modificación 
del objeto social; ni puede reputarse a la sociedad incapaz res-
pecto de este acto.  Se tratará –insistimos– de una cuestión de 
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imputación de responsabilidad y no de validez del acto.  Por el 
contrario, se generaría un clima de enorme inseguridad jurídica 
al momento de contratar con una persona de existencia ideal.  El 
mero conocimiento del objeto social que enmarca la actividad 
que ella desarrolla no permite inferir acabadamente la finalidad 
del acto que se pretende celebrar con un tercero, ni establecer 
con certeza si resulta o no extraño a su objeto social; solamente 
se conocerá una vez calificado el acto por el propio ente y siem-
pre en razón de sus efectos jurídicos.

Hecha esta introducción, analizaremos la definición de 
persona jurídica en el Código proyectado.  El ar tícu lo 141 en tra-
tamiento dice:

Son personas jurídicas todos los entes a los cuales el ordenamien-
to jurídico les confiere aptitud para adquirir derechos y contraer 
obligaciones para el cumplimiento de su objeto y los fines de su 
creación.

En una primera apreciación, parece ser que la aptitud o capa-
cidad necesaria para ser persona jurídica dependerá de que los 
derechos y obligaciones que ésta contraiga tiendan únicamen-
te o solamente al cumplimiento de su objeto y los fines de su 
creación.  Dicho de otra manera, la existencia de la sociedad de-
pendería de su actuación posterior, de los actos que celebre una 
vez creada, lo cual resulta por demás contradictorio.  La aptitud 
no puede tenerse o perderse de resultas de los efectos jurídicos 
del acto.  Si esta hubiera sido la intención de los legisladores y 
–como comentáramos precedentemente– el objeto de la perso-
na jurídica delimitara su capacidad, habría bastado agregar al 
texto la conjunción y de la siguiente manera:

Son personas jurídicas todos los entes a los cuales el ordenamien-
to jurídico les confiere aptitud para adquirir derechos y contraer 
obligaciones; y para el cumplimiento de su objeto y los fines de su 
creación.

De esta manera, la aptitud estaría subordinada a dos requisitos: 
los derechos y obligaciones que pudiera adquirir y el cumpli-
miento de su objeto y los fines de su creación.  La conjunción 
de coordinación copulativa y, como conexión o adición entre 
los miembros coordinados, se antepone al segundo, cerrando la 
construcción.
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Otra opción menos ajustada a la correcta gramática es-
pañola, pero igualmente válida, habría sido utilizar el signo de 
puntuación coma, sustituyendo la conjunción y; de esta mane-
ra, luego de la primera preposición para, con que inicia la frase 
“adquirir derechos y contraer obligaciones” y que precede a “el 
cumplimiento de su objeto y los fines de su creación”, habríamos 
obtenido idéntica interpretación.  En este caso, la utilización de 
la coma habría dado lugar a una forma de coor dinación deno-
minada yuxtaposición, con idénticos efectos semánticos que la 
utilizada por la y.

Por eso, entendemos que la actual redacción del ar tícu lo 
141 reafirma la tesis que señala la capacidad genérica del ente 
societario para adquirir derechos y contraer obligaciones, y que 
no subordina su capacidad o –peor aún– su existencia a la im-
putación de responsabilidad de los actos que resuelva celebrar.  
Por supuesto, la intención del legislador es establecer que esos 
actos tiendan al cumplimiento de los fines de su existencia como 
elementos ajustados a derecho y en armonía con el objeto social 
perseguido, y por este motivo lo estipula expresamente en la le-
tra de la ley, lo que no significa que la celebración de otro tipo de 
actos pueda vulnerar la capacidad de acción del ente.  Esta pos-
tura resulta también clara con la redacción del ar tícu lo 144 del 
Proyecto, que recepta la norma contenida en el ar tícu lo 58 de la 
Ley de Sociedades Comerciales, con el siguiente texto:

Inoponibilidad de personalidad jurídica.  La actuación que esté 
destinada a la consecución de fines ajenos a la persona jurídica, 
constituya un recurso para violar la ley, el orden público o la bue-
na fe o para frustrar derechos de cualquier persona se imputa a 
quienes a título de socios, asociados, miembros o controlantes 
directos o indirectos la hicieron posible quienes responderán 
solida ria e ilimitadamente por los perjuicios causados.  Lo dis-
puesto se aplica sin afectar los derechos de terceros de buena fe 
y sin perjuicio de las responsabilidades personales de que pue-
dan ser pasibles los participantes en los hechos por los perjuicios 
causa dos.

Así, resulta claro a nuestro entender que la nueva doctrina rati-
fica los atributos de la persona y, en especial, su capacidad para 
contraer obligaciones y adquirir derechos en forma genérica, 
más allá de la órbita de imputación de responsabilidad en la 
que luego estos actos deban calificarse.  La norma del ar tícu lo 
144 trata de inoponibilidad y no de inexistencia del acto o del 
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ente por falta de aptitud para contratar.  Sostener lo contrario 
nos obligaría a preguntarnos: si el ente desviara el cumplimiento 
de su objeto, ¿perdería su personalidad?; ¿cómo calificar la exis-
tencia o no del atributo de la capacidad del ente que, invocando 
su personalidad jurídica, desee contratar con terceros si desco-
nocemos su actuación pasada y, consecuentemente, la eventual 
celebración de actos que no tuvieran en miras el cumplimiento 
de su objeto y/o los fines de su creación?

Parece ser que dejar sujeta la personalidad jurídica a este 
tipo de circunstancias atenta contra la seguridad jurídica, por la 
cual los notarios debemos velar incansablemente.
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